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Accionante: Carlos Alberto Ramírez Vásquez
Accionados: FGN y otros
Asunto: Impedimento 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA  RISARALDA

SALA DUAL DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciocho (18) de mayo  de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0433
Hora: 2:00 p.m.
1. OBJETO

Corresponde determinar si en este asunto específico la Sala debe declararse impedida para pronunciarse de fondo frente a la acción de tutela interpuesta por el señor Carlos Alberto Ramírez Vásquez.
2. ANTECEDENTES

Procedente de la oficina de reparto de la Administración Judicial, el 27 de abril de 2018 el Despacho del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque recibió la acción de tutela instaurada por el señor Carlos Alberto Ramírez Vásquez en contra de la Fiscalía General de la Nación, Notaría 3ª, Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, Superintendencia de Notariado y Registro, Procuraduría Regional, Contraloría Regional, Registraduría del Estado Civil y Personería Municipal    todos con sede en esta capital (Fl 80).
De los hechos expuestos por el accionante, se advierte que el señor Ramírez Vásquez es propietario del inmueble ubicado en el corregimiento de Morelia, vereda El Retiro, predio La Playa, con matrícula inmobiliaria No. 290-53181 y ficha catastral 00-0004-0051-000, el cual obtuvo con ocasión a la compraventa que celebró con el señor Senén de Jesús Giraldo mediante escritura pública No.3839 del 6 de septiembre de dicha anualidad, elevada en la Notaría 1ª del Círculo de Pereira.  Sin embargo, el actor señala que el señor Alcedo Antonio Londoño Hurtado, a quien le había confiado construir una casa en dicho lote, “dividió su finca en dos partes” para lo cual exhibía la escritura pública No.2482 del 3 de agosto de 2004, con la que presuntamente había comprado su inmueble al señor Senén de Jesús Giraldo en el año 2004, lo que llamó el actor el inicio de su calvario “con el cartel de los funcionarios públicos denominado Los Griegos”, quienes operan en el departamento de Risaralda y que según el actor, trabajan en complicidad con los empleados de la Notaría Tercera, las oficinas de registros de instrumentos públicos y el IGAC, siendo capturado un el 15 de julio de 2015 un empleado de la Notaría  3ª.  

Por lo anterior, el accionante señaló que la Notaría 3ª de esta ciudad debe dar explicaciones sobre el contenido de la escritura pública No.2482 del 03-08-2004 la cual tiene ficha catastral con No.00-04-004-0025-000 y matrícula inmobiliaria No.290-7102, del IGAC y de la Oficina de Registros de Instrumentos Públicos, que pertenecen a otros inmuebles, los cuales tienen paz y salvos utilizados para su protocolización que corresponden a otros predios, donde se relaciona como título antecedente la escritura No.1532 que fue anulada desde el año 1991.

Aclaró que los linderos del predio La Paz anotados en la escritura pública No.2482, en los que supuestamente el accionante debía ser colindante con el predio La Playa, son totalmente diferentes a su propiedad, considerando además que en el año 2012 lo hicieron aparecer como dueño de otro predio llamado Las Vegas con ficha catastral 00-04-0004-0051-000 con matrícula inmobiliaria 29053182, la cual no existe. Según el certificado del IGAC no existe ninguna prueba documental de que indique que dentro del predio denominado La Playa se encuentra un predio denominado la Paz a nombre de Ana María Baena Restrepo. 

Aseguró que el señor Alcedo Antonio Londoño tiene una “obsesión” por su finca, a tal punto que el día 2 de marzo del 2011, solicitó a la empresa de Energía de Pereira el cambio de titular de la matrícula de energía No. 2019449, a fin de desaparecerlo de todo registro; sin embargo, después de múltiples requisitos logró restablecer su nombre en tal matrícula.   Por lo tanto, lo denunció por el delito de falsedad en documento público, lo cual se encuentra en la Fiscalía 7ª Seccional con el fin de recuperar su predio, mencionando todas las inconsistencias que encontró en la escritura pública No.2482 del 03-08-2004 en las que involucra varias personas. 

Mencionó varias de las inconsistencias presentadas en los documentos de los inmuebles, así mismo, señaló que el señor Alcedo Londoño Hurtado obtuvo una cédula de ciudadanía expedida el 3 de septiembre de 1979 con el No.10.103.918 “con el rostro” del accionante y se pregunta cómo es posible que el señor Londoño Hurtado en tres años haya tenido un cambio tan notorio en el registro fotográfico.  Por tal motivo, es que vincula a la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Consideró vulnerados los derechos fundamentales a la dignidad humana, a la igualdad.

En el acápite de pretensiones señaló que se ordene a las entidades accionadas lo siguiente:

i) Cancelar los registros obtenidos fraudulentamente y anular la escritura pública 2482 del 3 de agosto de 2004 a nombre del señor Alcedo Londoño Hurtado protocolizada en la Notaria 3ª y en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, ambos de esta ciudad; ii) que se realice una “junta interdisciplinaria” entre las instituciones vinculadas con el fin de que verifiquen con todas pruebas allegadas a la demanda, la veracidad de los hechos, para que se demuestre que la escritura pública No.3839 del 6 de septiembre de 2001, protocolizada en la Notaría 1ª de Pereira, del predio denominado La Playa, junto con los documentos: certificado de tradición, escritura pública, certificados de linderos, carta catastral, paz y salvos del impuesto predial, que lo hacen dueño, no tienen validez alguna; iii)  los entes de control y vigilancia como la Personería, la Procuraduría Regional  y  la Contraloría Regional, de la ciudad de Pereira, actúen como garantes en este proceso y iv) que  la Fiscalía General de la Nación envíe un grupo interdisciplinario para que forme parte y garante del proceso radicado en la Fiscalía Séptima Seccional especializada en documentos públicos para analizar su caso (Fl. 1-9).

Luego de que las entidades vinculadas se pronunciaran frente a la demanda de tutela (Fls. 107-210), mediante auto del 9 de mayo de 2018  el Magistrado Castaño Duque manifestó su impedimento para adoptar una decisión dentro de la demanda de tutela presentada por el señor Ramírez Vásquez, toda vez que le une un estrecho vínculo de amistad con la actual Personera Municipal de Pereira, doctora Claudia Cristina Gómez Cañas, lo cual sustentó en lo dispuesto en el artículo 39 del Decreto 2591 de 1991 y en la causal de impedimento consagrada en el numeral 5ª del artículo 56 de la Ley 906 de 2004 (Fl. 219).

Mediante auto del 10 de mayo de 2018 se aceptó el impedimento planteado por el doctor Jorge Arturo Castaño Duque y como consecuencia de ello, se le separó del conocimiento de esta actuación con el fin de ser resuelta en Sala Dual de Decisión Penal (Fl. 220).

Luego de radicado el proyecto del fallo de primera instancia con ponencia del suscrito Magistrado,  se advirtió que esta Sala el 20 de octubre de 2016 resolvió acceder a la solicitud de preclusión impetrada por la Fiscalía 3ª Delegada ante este Tribunal a favor de la Dra. Consuelo González López en lo que tenía que ver con los señalamientos efectuados en su contra por parte del señor Carlos Alberto Ramírez Vásquez por la presunta comisión del delito de prevaricato por acción, cuando en su calidad de titular del Juzgado 5º Civil Municipal de Descongestión de Mínima Cuantía de esta capital, dicha funcionaria el 13 de  noviembre de 2014 profirió una sentencia dentro del proceso ordinario de reivindicación de dominio del bien inmueble, en la que aparece el señor Carlos Alberto Ramírez Vásquez como demandante en contra del señor Alcedo Antonio Londoño (Fls. 221-230). 

3. CONSIDERACIONES

El artículo 39 del Decreto 2591 señala que: “El juez deberá declararse impedido cuando concurran las causales de impedimento del Código de Procedimiento Penal so pena de incurrir en la sanción disciplinaria correspondiente. El juez que conozca de la impugnación del fallo de tutela deberá adoptar las medidas procedentes para que se inicie el procedimiento disciplinario si fuere el caso”.
Acorde con lo anterior, el artículo 56 de la Ley 906 de 2004 señala las causales de impedimento y en el numeral 4º consagra: “que el funcionario judicial haya … manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso.”
De acuerdo a lo anterior, esta la Sala considera que los hechos y pretensiones expuestos por el señor Ramírez Vásquez en la presente acción constitucional guardan relación con lo estudiado por esta Corporación cuando resolvió acceder a la preclusión de la investigación a favor de la Jueza 5º Civil Municipal de Descongestión de Mínima Cuantía de esta capital, proceso que según la consulta en la página web de la Rama Judicial se encuentra pendiente de resolver la apelación interpuesta por el señor Carlos Alberto Ramírez Vásquez en el despacho del Magistrado José Francisco Acuña Vizcaya de la Sala de Decisión Penal de la Corte Suprema de Justicia
.
En este orden de ideas, la Sala Dual de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, que ya había aceptado un impedimento del Dr. Jorge Arturo Castaño Duque por razones diferentes, considera que en el sub lite se debe apartar del  conocimiento del presente asunto con el fin de garantizar los principios de imparcialidad, independencia y transparencia que orientan la función judicial, por lo que se hace necesario conformar una Sala de Conjueces para que emitan el pronunciamiento respectivo.

Infórmese al accionante al respecto.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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